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2.1.2. Educación y Universidades

2.1.2.1. Educación no universitaria

2.1.2.1.1 Introducción

La Asamblea General de la ONU aprobó la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible. El Objetivo 4 de dicha 
Agenda se dirige a garantizar una educación inclusi-
va, equitativa y de calidad y promover oportunida-
des de aprendizaje durante toda la vida para todos. 
Argumenta que invertir en una educación de calidad 
es básico para mejorar la vida de las personas y, por 
lo tanto, para contribuir al desarrollo sostenible. Solo a 
través del acceso a la educación de toda la población 
se puede garantizar un crecimiento económico y social 
sostenible, así como una mayor preocupación y acción 
respecto al medioambiente.

A lo largo de los 40 años de existencia de la Institu-
ción del Defensor del Pueblo Andaluz hemos sido 
testigos de los significativos avances en materia 
educativa en consonancia con la importancia que la 
sociedad ha ido otorgando a la educación que reciben 
niños y jóvenes, en la convicción de que de ella depen-
den tanto el bienestar individual como el colectivo. Ello 
ha provocado que los sistemas educativos, incluido el 
andaluz, hayan experimentado una gran evolución, 
hasta llegar a presentar en la actualidad unas carac-
terísticas claramente diferentes de las que tenían en el 
momento de su creación.

Esta transformación ha tenido su reflejo en las demandas que la ciudadanía presenta ante la Insti-
tución. Atrás quedaron aquellos tiempos en los que el principal reto era conseguir la generalización 
de la enseñanza obligatoria hasta los dieciséis años, permitiendo con ello la escolarización de toda 
la población andaluza durante, al menos, diez cursos. En estos momentos las familias y los alumnos 
aspiran a acceder a centros escolares modernos, con infraestructuras adecuadas, dotados de los 
recursos personales y materiales necesarios, libres de violencia, donde se encuentren incorporadas 
las tecnologías de la información y la comunicación y donde se impulse el conocimiento de lenguas 
extranjeras.

También se exige una educación inclusiva y no segregadora para el alumnado afectado por algún 
tipo de discapacidad, a la par que se demandan recursos, becas y ayudas al estudio para el alumnado 
con necesidades de apoyo educativo asociadas a sus condiciones sociales desfavorables.

Y para quienes optan por las enseñanzas de Formación Profesional lo que se solicita por la ciudadanía 
es una oferta amplia y variada de titulaciones, con un acercamiento al tejido productivo y al mercado 
de trabajo, haciendo posible la conexión entre los centros de enseñanza y la actividad laboral.

Familias y alumnos demandan asimismo que los colegios e institutos de Andalucía cuenten con 
personal docente cualificado, implicado, responsable y sometido a un proceso de formación perma-
nente. Solicitan de igual modo una mayor participación en las decisiones del centro que no quede 
reducida a entrevistas con los tutores, sino que se extienda a todas las actividades que se propongan, 
a participar activamente en los consejos escolares y en las asociaciones de madres y padres.
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Muchos han sido los esfuerzos y recursos destinados 
por los poderes públicos de Andalucía para conseguir 
una educación inclusiva y de calidad en los términos 
señalados. Sin embargo, estos logros no pueden dis-
lumbrar los retos que aún quedan por delante para 
conseguir el mencionado ODS 4.

En este contexto, Andalucía debe continuar luchando 
contra el abandono escolar, un mal que afecta a España 
pero que, a pesar de la mejora porcentual producida en 
los últimos años, parece haberse convertido en proble-
ma crónico en nuestro territorio.

La administración educativa andaluza también ha de 
incrementar sus esfuerzos en la plena inclusión del 
alumnado más vulnerable que, a la postre, es el que se 
enfrenta a más barreras para acceder a la educación. 
Y dentro de este colectivo el alumnado afectado por 
algún tipo de discapacidad adquiere un singular pro-
tagonismo. No se trata solo de que el niño o niña tenga 
una plaza en un colegio o instituto, preferentemente 
un centro ordinario, sino de que disponga de todos los 
medios personales y materiales que necesita para el de-
sarrollo de sus capacidades y habilidades. Sin recursos 
no es posible la inclusión.

Por otro lado, las administraciones deben continuar las 
actuaciones legales emprendidas para la mejora de las 
instalaciones escolares en lo que respecta a las condi-
ciones térmicas y ambientales. Se trata de garantizar las 
condiciones de habitabilidad y de confort térmico en 
las infraestructuras del sistema educativo de manera 
respetuosa y sostenible con el medio ambiente y con la 
salud laboral. Para esta labor partimos de una singular 
posición dado que la comunidad autónoma andaluza 
dispone de un elevado número de inmuebles destina-
dos a centros educativos, muchos de los cuales son de 
construcción antigua que precisan de reformas y que 
no pueden ofrecer las condiciones necesarias para im-
partir y recibir docencia bien por su morfología, tamaño 
o por sus condiciones climáticas.

Las Tecnologías de la Información y la Comunicación, 
por otro lado, representan una herramienta fundamen-
tal para asegurar una educación inclusiva, equitativa y 
de calidad. Nadie pone en duda la importante transfor-
mación que estas herramientas han significado en los 
métodos de enseñanza y aprendizaje. Han dado lugar 
a un amplio abanico de posibilidades que han elimi-
nado las barreras a la comunicación y la transmisión 
de la información, ofreciendo numerosos beneficios en 
diferentes áreas. Precisamente por la trascendencia de 
esta nueva modalidad de aprendizaje, se ha de traba-
jar para poner término a la brecha digital que afecta al 
alumnado con mayor vulnerabilidad.

De otra parte, hemos de estar atentos a la incidencia 
de la Inteligencia Artificial (IA) en la educación. Esta 
novedosa herramienta proporciona el potencial nece-
sario para abordar algunos de los desafíos mayores de 
la educación actual, innovar las prácticas de enseñanza 
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y aprendizaje y acelerar el progreso para la consecución del ODS 4. Sin embargo, dicho instrumento 
conlleva también de forma inevitable múltiples riesgos y desafíos, que hasta ahora han superado 
los debates políticos y los marcos regulatorios. En todo caso, la IA no puede ser un nuevo motivo 
de exclusión para determinados alumnos y alumnas, y su aplicación en contextos educativos debe 
responder a los principios básicos de inclusión y equidad.

A los retos descritos habría que añadir otros no menos importantes como son la necesidad de aumen-
tar considerablemente la oferta de docentes cualificados, implicados, responsables y sometidos a un 
proceso de formación permanente, y también la mayor participación de las familias en los procesos 
educativos de sus hijos e hijas.

Queda por delante, sin duda, una ardua tarea hasta el año 2030 para que la Educación pueda 
llegar a desempeñar el rol esencial otorgado para el desarrollo sostenible: la herramienta global más 
efectiva para conseguir la mejora de la calidad de vida y del medio ambiente de las generaciones 
futuras.

2.1.2.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

Seguidamente se ofrece un relato de las actuaciones más significativas desarrolladas por la Institución 
en materia de Educación no universitaria.

2.1.2.1.2.1. Educación Infantil 0-3 años

En los últimos años se ha venido constatando una disminución del número de quejas relativas a 
esta etapa educativa como consecuencia, entre otros factores, de la bajada de natalidad. Este 
fenómeno conlleva paralelamente una disminución de la demanda de plazas en el primer ciclo de 
educación infantil y, por lo tanto, una menor conflictividad en el acceso a las escuelas y centros que 
la imparten.

En efecto, la bajada de la natalidad está afectando especialmente al sector de las escuelas y centros 
de primer ciclo de educación infantil en el que se atiende a menores de entre 0 y 3 años de edad, 
donde cada curso aumentan las vacantes de plazas debido a la falta de demanda.

Esta situación se visualiza en el mapa de zonas saturadas que cada año publica la Junta de An-
dalucía para planificar el programa de adhesión de los centros y escuelas en esta etapa educativa.

El listado de zonas saturadas sirve para establecer los criterios de planificación en las correspondien-
tes Delegaciones Territoriales de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, en aras de ajustar lo 
más posible la oferta a la demanda real. También resulta de gran utilidad para los titulares de los 
centros de titularidad privada del primer ciclo de Educación Infantil, ya que si desean desarrollar su 
actividad en alguna de estas zonas saturadas, no podrán solicitar su adhesión al Programa, al menos 
hasta el siguiente curso.

Citamos como ejemplo las circunstancias que concurren en la provincia de Sevilla. Según los últimos 
datos facilitados por la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional, en toda la provincia 
sevillana, de cara al curso 2023/24, hay 60 zonas saturadas de escuelas infantiles. Ello significa que 
desde el curso 2021/22 no se ha cubierto más del 20% de sus plazas, en un total de 54 municipios. Por 
tanto, más de la mitad de la provincia sufre esta saturación por ausencia de demanda.

Una situación que, lejos de menguar, aumenta. En principio, el problema afectó a zonas céntricas de 
la ciudad cada vez menos ocupadas por vecinos por destinarse muchos de sus edificios a fines turís-
ticos o comerciales. Sin embargo, en la actualidad, la calificación de zona saturada se ha extendido 
a zonas densamente pobladas donde se evidencia aún más esa bajada de la natalidad. En muchas 
de estas barriadas residen familias jóvenes, lo que constituye todo un síntoma de una tendencia que 
no tiene visos de cambiar, al menos, ni a corto ni a medio plazo.

Los datos no dejan lugar a dudas; desde 2018 el número de niños de entre 0 y 3 años se ha reducido 
en Sevilla casi 25.000, mientras que la oferta de estos centros no ha parado de crecer, pasándose de 
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